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Introducción
En atención a la misiva remitida por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, mediante la cual extendió una cordial invitación al Estado mexicano a remitir contribuciones para la preparación del Informe del Secretario General sobre la cuestión de la pena de muerte, en cumplimiento de la decisión 18/117 y la resolución 22/11 del Consejo de Derechos Humanos, el Estado mexicano remite la siguiente información.
Existen distintos instrumentos jurídicos internacionales de los que México es parte y que abordan la pena de muerte, ya sea para restringirla o condenarla en su totalidad: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 6) y su Segundo Protocolo Facultativo; Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 37); y Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 4).
En consonancia, el Gobierno de México expresa su rechazo a la pena de muerte, en cualquier lugar y por cualquier motivo, debido a que constituye una violación irreversible e irreparable a los derechos humanos; que representa una forma de tortura o de trato cruel, inhumano o degradante; que implica vulneraciones graves a las garantías judiciales, y que atenta contra los valores supremos de la dignidad y la vida humana.
El Estado mexicano es respetuoso de la soberanía y de los sistemas jurídicos nacionales de cada país, y de ninguna manera busca interferir con éstos. Sin embargo, ello no excluye el cumplimiento de las obligaciones internacionales, como el respeto y la garantía del derecho a la vida y la prohibición absoluta de la tortura y de otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, o lo estipulado en el Segundo Protocolo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el cual llama a una moratoria en todas las ejecuciones. 
Asimismo, la resolución 77/222, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 2022, y todas las resoluciones previamente adoptadas sobre la misma cuestión, hacen un un llamado a todos los Estados para extender una moratoria a las ejecuciones con miras a abolir la pena de muerte.

El Estado mexicano mantiene un firme compromiso con la protección de los derechos humanos, y por ello concede la mayor importancia a los esfuerzos hacia la abolición de la pena de muerte, sin que ello prejuzgue sobre la culpabilidad en los delitos que se pudieran haber cometido. En más de cien Estados miembros de la Organización de las Naciones Unidas se ha abolido ya la pena capital o se ha dejado de poner en práctica. 
En el caso particular del Estado mexicano, se ha abolido definitivamente  la pena de muerte en todo su territorio, tras haber derogado las disposiciones correspondientes en su Constitución, en el Código Penal Federal y en el Código de Justicia Militar, así como en todos los códigos penales locales. De igual forma, a nivel internacional el Estado mexicano ha impulsado y apoyado diversas acciones en contra de esta forma de sanción.
No obstante, aún existen más de cincuenta países que retienen el uso de la pena de muerte en su legislación, a pesar de las preocupaciones expresadas por los organismos regionales e internacionales de derechos humanos, y a pesar de que no existe evidencia de sus beneficios relacionados con la prevención del delito. 
Asimismo, debe asegurarse que la pena de muerte no sea resultado de la aplicación arbitraria o discriminatoria de la ley. El debido proceso y el acceso a la justicia son esenciales para la plena garantía de los derechos humanos Por ello, México reitera la importancia de que se continúen promoviendo acciones hacia la moratoria de ejecuciones y, eventualmente, a la abolición universal de la pena de muerte.
En este sentido, se destaca la sentencia del caso Avena y otros, emitida por la Corte Internacional de Justicia en 2004, en una controversia suscitada entre el Estado mexicano y Estados Unidos. En este fallo se subrayó la importancia del debido proceso legal y los derechos consulares, que son fundamentales para garantizar la justicia y la equidad en el trato a ciudadanos extranjeros, por lo que se ordenó revisar los casos de ciudadanos mexicanos no notificados de su derecho a asistencia consular antes de ser sentenciados a muerte. La violación a los derechos mencionados podría generar cuestionamientos a la legalidad de la pena de muerte impuesta o que llegase a ser impuesta.
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